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ANÁLISIS DEL CONCEPTO DE SOSTENIBILIDAD 
EN LA LEGISLACIÓN MEXICANA 

USANDO EL PARADIGMA DE DESARROLLO 
DE LAS ZONAS SECAS

Ruth Magnolia Martínez Peña,
Elisabeth Huber-Sannwald, José Tulio Arredondo Moreno, 
María Cecilia Costero Garbarino y Francisco Peña de Paz

nivel internacional, el dis-
curso de la sostenibilidad 
se insertó en la esfera pú-

blica en 1987 con el Informe Bruntland 
(ONU, 1987) y desde entonces ha guiado la 
elaboración de normas, políticas y progra-
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mas tendientes a promover el desarrollo sos-
tenible (DS). Para el caso de México, el 
concepto hizo presencia por primera vez en 
la labor gubernamental en 1996. Entendido 
en un comienzo como un concepto de ca-
rácter estrictamente ambiental, hoy es claro 

que la sostenibilidad incluye aspectos socia-
les, políticos, económicos y culturales. Tal 
complejidad ha sido puesta de manifiesto 
por instancias supranacionales, como por 
ejemplo las Naciones Unidas, al enunciar 
los Objetivos de Desarrollo del Milenio, e 

RESUMEN

Utilizando el paradigma de Desarrollo de las Zonas Secas 
(DDP, por sus siglas in ingles) este trabajo analiza la relación 
entre el discurso legal, el desempeño de las instituciones guber-
namentales y el manejo de sistemas socio-ecológicos (SSE) en 
México. El DDP es una herramienta que examina los vínculos 
entre aspectos socio-económicos y biofísicos y la sostenibilidad 
de los SSE, y consta de cinco principios: a) las variables biofísi-
cas y socio-económicas son interdependientes y dinámicas; b) 
un conjunto de variables clave lentas determina la dinámica de 
los SSE; c) cruzar los umbrales de las variables lentas cambia 
la estructura y la función de los SSE; d) las variables lentas es-
tán vinculadas en escalas espacio-temporales; y e) para su co-
adaptación funcional, los SSE deben integrar los conocimientos 

local y científico. El análisis de 21 leyes federales con el DDP 
permite afirmar que éstas asumen el equilibrio como guía de 
la relación entre los elementos biofísicos y socio-culturales; no 
consideran variables lentas ni sus umbrales; señalan diversas 
escalas administrativas y reconocen el conocimiento local. Los 
desafíos de la legislación mexicana son: adoptar la incertidum-
bre y no linealidad inherentes a los SSE; hacer los conceptos de 
productividad, competitividad y rentabilidad compatibles con la 
sostenibilidad; enfocarse en los procesos que definan la estruc-
tura y la función de los SSE a largo plazo y en los umbrales que 
determinan su resiliencia; fortalecer mecanismos de gobernanza 
y capacidad institucional, y vincularse con la academia para in-
sertar el conocimiento pertinente en la legislación.



108 FEB 2012, VOL. 37 Nº 2

iniciativas diversas tales como el Programa 
Internacional Geósfera-Biósfera (IGBP, por 
sus siglas en inglés), y el Programa Interna-
cional sobre las Dimensiones Humanas del 
Cambio Ambiental Global (IHDP, por sus 
siglas en inglés), entre otras. Durante la últi-
ma década, éstas han señalado la necesidad 
de analizar integralmente, es decir, conside-
rando las dimensiones humanas y biofísicas, 
los factores asociados con el cambio am-
biental global (Leemans et al., 2009).

Son varias las definicio-
nes de sostenibilidad que se han derivado 
del Informe Bruntland. En este trabajo se 
entenderá por sostenibilidad la capacidad 
de los sistemas socio-ecológicos (SSE) de 
satisfacer las necesidades de la población 
actual y las generaciones futuras, así como 
la capacidad de mantener dichos sistemas 
de modo que puedan soportar la vida en el 
planeta (Levin y Clark, 2010). Por SSE se 
entenderá los sistemas complejos en los 
cuales intervienen, interactúan y se retroali-
mentan variables y procesos socio-económi-
cos y biofísicos en diversas escalas tempo-
rales y espaciales (Holling, 2001), y el di-
namismo, la falta de linealidad (Folke, 
2006), la impredecibilidad y la sorpresa no 
son la excepción sino la regla (Carpenter et 
al., 2009). Incluir el concepto de sostenibili-
dad de los SSE en los marcos legislativos 
nacionales es un llamado a planear el desa-
rrollo de las sociedades de modo compati-
ble con la capacidad del planeta.

Los resultados obtenidos 
por diversas instancias interesadas en lograr 
un DS, como lo son las instituciones guber-
namentales encargadas de la planeación del 
desarrollo y agencias de cooperación inter-
nacional, no han sido siempre alentadores 
(Leach, 2008). Ésto debido al conflicto en-
tre lo que debe ser sostenido (biodiversi-
dad, funcionamiento de ecosistemas, recur-
sos naturales o comunidades humanas) y lo 
que debe ser desarrollado (equidad, sector 
productivo o instituciones sociales) (Kates 
et al., 2005). Otros obstáculos para el logro 
del DS son el desconocimiento de los vín-
culos culturales e históricos entre las comu-
nidades y su entorno natural (Leach, 2008); 
la rigidez de las instituciones a cargo de la 
implementación de programas de DS (Mac-
Donald y Gibson, 2006); la hegemonía de 
algunos discursos avalados por la ciencia 
que opacan las visiones alternativas (Car-
penter et al., 2009); la falta de sistemas efi-
caces de gobernanza que consideren la coo-
peración intersectorial e integralidad de las 
políticas públicas (Zilans, 2008); la perma-
nencia del modelo económico actual (Kemp 
et al., 2005); y la ignorancia sobre la com-
plejidad e impredecibilidad de los SSE 
(Scoones et al., 2007).

En el ámbito académico 
nacional e internacional, el reconocimiento 
de la complejidad e impredecibilidad de los 

SSE ha motivado la construcción de diver-
sos marcos de análisis que comparten el 
propósito de guiar en su identificación, de-
sarrollo, evaluación y monitoreo (INEGI, 
2000; Masera et al., 2008; Stiglitz et al., 
2009). Uno de tales marcos analíticos es el 
paradigma de Desarrollo de las Zonas Se-
cas (DDP; Reynolds et al., 2007) que se 
puede aplicar desde sistemas áridos hasta 
sub-húmedos/tropicales.

El DDP consta de cinco 
principios que identifican las variables y los 
procesos claves que determinan la resilien-
cia en un SSE (Reynolds et al., 2007); es 
decir, su capacidad de absorber las pertur-
baciones y reorganizarse de modo que 
mantenga la estructura, función y los me-
canismos para retroalimentarse y desarro-
llarse, capacidad ésta que resulta esencial 
para la sostenibilidad (Folke, 2006). Dichos 
principios son: a) en los SSE existe interde-
pendencia entre los aspectos biofísicos y los 
socio-económicos; y la estructura, función 
e interrelación de los sistemas es dinámica; 
b) existe un conjunto de variables clave 
‘lentas’, esto es, que actúan en el largo pla-
zo, y que determinan la estructura y fun-
ción de los SSE (ej.: el contenido de mate-
ria orgánica en el suelo actúa como una 
variable lenta determinando su fertilidad a 
largo plazo), en contraste con las variables 
‘rápidas’ cuya tasa de cambio se expresa en 
el corto plazo; c) cuando una variable lenta 
traspasa un umbral, cambia la estructura 
y/o función del SSE (ej.: la migración de 
personas en algunos poblados de México 
ha modificado la dinámica socio-económica 
de sus habitantes (Alanis, 2008)); d) en un 
SSE las variables biofísicas y socio-econó-
micas interactúan a diversas escalas tempo-
rales y espaciales; y e) la co-adaptación 
funcional de los SSE depende de la integra-
ción del conocimiento ambiental local con 
el conocimiento científico y técnico (Rey-
nolds et al., 2007).

Desde el 2004, el DDP 
ha sido empleado por la red internacional 
de ARIDnet en estudios de caso que eva-
lúan la problemática socio-ecológica asocia-
da con la degradación y desertificación en 
zonas secas de Argentina, Bolivia, Chile, 
Colombia, Estados Unidos, Honduras y Mé-
xico, que ha obstaculizado el DS en dichas 
regiones (Huber-Sannwald et al., 2006; 
Reynolds et al., 2007; Ayarza et al., 2010; 
Herrick et al., 2010).

El propósito de este tra-
bajo es analizar cómo se aborda la sosteni-
bilidad en la legislación mexicana utilizan-
do el DDP como herramienta, dada su ca-
pacidad para identificar los aspectos medu-
lares de la sostenibilidad de los SSE. Dicho 
objetivo se enmarca en la tendencia reciente 
de analizar la relación entre el discurso le-
gal, la actividad y capacidad de las institu-
ciones gubernamentales y el manejo de los 

SSE (Young et al., 2008; Cosens, 2010; 
Rissman y Butsic, 2010). Aunque el proce-
so de gestación y ejecución de las leyes y, 
en general, de las políticas públicas, consti-
tuye un área de investigación fundamental 
(Stein y Tommasi, 2006), este artículo 
aborda únicamente el contenido de las le-
yes. Teniendo en cuenta el vínculo entre el 
marco legislativo y el quehacer institucio-
nal, se espera que este análisis abone en la 
discusión en torno de la sostenibilidad y re-
troalimente la actividad de las instituciones 
que, amparadas en la legislación, se ocupan 
de promover el DS en México y otros paí-
ses de la región.

El artículo está estructu-
rado en cuatro secciones. La primera des-
cribe el método y los criterios que se si-
guieron en la selección de las leyes y análi-
sis de sus artículos, la segunda analiza el 
contenido de las leyes utilizando los princi-
pios del DDP, la tercera sección discute los 
resultados, y la cuarta señala opciones para 
que el trabajo institucional ligado al DS en 
México responda a los retos que implica 
asumir la complejidad de los SSE.

Método de Análisis de las Leyes 

Para analizar el marco re-
gulatorio de la sostenibilidad en México, se 
revisó el cuerpo normativo vigente del país 
listado en la página web del Diario Oficial 
de la Federación entre el 20 y el 27 marzo 
de 2010 (254 leyes). Posteriormente se se-
leccionaron las leyes que contenían alguna 
de las siguientes palabras clave: sustentabi-
lidad, desarrollo sustentable, sostenibilidad 
y desarrollo sostenible. Se identificaron 21 
leyes que usan alguna de estas palabras en 
el marco de la definición o el manejo de 
los SSE o el DS (Tabla I). Para asociar los 
artículos y los principios del DDP se hizo 
una lectura cuidadosa del contenido de 
cada una de las leyes y se extrajeron las 
secciones que se referían implícita o explí-
citamente a sus principios. La asociación 
explícita se estableció con la búsqueda de 
palabras clave como resiliencia, consecuen-
cias a largo plazo, umbral(es), ecosistema(s), 
socio-ambiental, socio-ecológico, sistemas 
complejos, complejidad, transferencia de 
tecnología, servicios ambientales y partici-
pación comunitaria. Después se realizó un 
análisis del discurso de los artículos asocia-
dos con los principios del DDP (Alba-Juez, 
2009). En el análisis del segundo principio 
del DDP se tuvo en cuenta la duración de 
los procesos asociados a los factores cita-
dos en las leyes para determinar si se trata-
ban de variables lentas o rápidas (Tabla I).

El DDP y la Legislación Mexicana

El concepto de sostenibi-
lidad se incluyó por primera vez en el mar-
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co legal mexicano en 1996, en una reforma 
a la Ley General del Equilibrio Ecológico y 
la Protección al Ambiente de 1988 (LGEE-
PA). Posteriormente, otras leyes federales se 
reformaron para incluir dicho concepto y 
aquellas formuladas a partir del año 2000 
lo incluyeron en su primera versión (Tabla 
I). De acuerdo con la LGEEPA, el DS es 
“el proceso evaluable mediante criterios e 
indicadores del (sic) carácter ambiental, 

económico y social que tiende a mejorar la 
calidad de vida y la productividad de las 
personas, que se funda en medidas apropia-
das de preservación del equilibrio ecológi-
co, protección del ambiente y aprovecha-
miento de recursos naturales, de manera 
que no se comprometa la satisfacción de las 
necesidades de las generaciones futuras” 
(Art. 3-XI). Esta definición se adoptó con 
pequeñas modificaciones en otras leyes, ta-

les como la Ley de Aguas Nacionales 
(LAN, Art. 3-XXI) y la Ley General de 
Desarrollo Social (LDS, Art. 3-VI). En 
otros casos se adoptó una definición dife-
rente, como sucedió en la Ley de Desarro-
llo Rural Sustentable (LDRS), en la que el 
desarrollo rural sostenible es “el mejora-
miento integral del bienestar social de la 
población y de las actividades económicas 
en el territorio comprendido fuera de los 

TABLA I
Leyes federalES mexicanas que contienen las nociones de sostenibilidad y/o desarrollo 
sostenible en el contexto socio–ecológico, año de promulgación, instancias ejecutivas, 

variables/procesos que enfatizan y naturaleza de LAs variables

Ley, Año*, Secretarías a cargo** y artículos de interés*** Variables/procesos que enfatizan****

Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del 
Petróleo (LRA27). 1958 (2008). SENER. 4 BIS; 9

Extracción y comercialización de hidrocarburos (R)

Ley de Planeación (LP). 1983 (2003). SHCP. 2; 9; 21 Planeación del desarrollo (L)
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente 
(LGEEPA). 1988 (1996). SEMARNAT. 1; 3-XI; 15-XIV, XV; 21-I; 
36; 36-V; 47 BIS 2-b, d; 60; 77 BIS-V

Preservación y restauración del equilibrio ecológico (L); 
Aprovechamiento de recursos (R)

Ley de Aguas Nacionales (LAN). 1992 (2008). SEMARNAT. 1; 
2-XXVIII, XXIX, LXIII, LXV; 3-XXI, XXVIII, XXIX, XLII, 
XLIII; 6; 13 BIS 3-I-4; 14 BIS I-5-I; 15-I-X; 39 BIS-I

Aprovechamiento de recursos (R); Conformación de instancias de 
gestión (R); Preservación de la calidad y la cantidad de las aguas 
nacionales (L)

Ley General de Vida Silvestre (LGVS). 2000. SEMARNAT. 5; 
9-VIII; 11-VIII; 21; 82; 93

Protección/conservación (L); Aprovechamiento de recursos (R)

Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector 
Público (LAASSS). 2000 (2009). SHCP. 22-III; tercero transitorio

Adquisiciones en el sector público (R)

Ley de Desarrollo Rural Sustentable (LDRS). 2001. SAGARPA. 
5-II; 6; 7; 8; 9; 11; 13-I, II, VII, IX; 15; 23; 27; 32; 34; 37; 36; 39; 
41; 49; 52; 59; 82; 86; 104; 144-VIII; 164; 168; 172; 173

Conservación (L); Aprovechamiento de recursos (R)

Ley de Ciencia y Tecnología (LCT). 2002. SER; SHCP; 
SEMARNAT; SENER; SE; SAGARPA; SCT; SEP; SALUD. 35-VII

Desarrollo científico y tecnológico (L)

Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y 
Mediana Empresa (LMPME). 2002. 1; 3-IV; 4-II-h; 11-VIII SE

Productividad /rentabilidad (R)

Ley de Energía para el Campo (LEC). 2002. SAGARPA. 3-IV Productividad (R)
Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable (LGDFS). 2003. 
SEMARNAT. 30-VII; 45-VI; 55-VI; 114

Conservación (L); Aprovechamiento (R)

Ley General de Desarrollo Social (LGDS). 2004. SEDESOL. 3-VI Disminución de las desventajas sociales en materia de salud, 
educación, alimentación, vivienda, trabajo y ambiente (L)

Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar (LDSCA). 
2005. SAGARPA. 7-I; 10-XXII; 112; 115

Conservación (L); Aprovechamiento (R); Rentabilidad (R)

Ley de Vivienda (LV). 2006. SEDESOL. 6-VI; 19-II; 71; 72 Acceso a vivienda (R)
Ley de Productos Orgánicos (LPO). 2006. SAGARPA. 1-II-V; 39-
III; 42

Gestión de la producción (R)

Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables (LGPAS). 2007. 
SAGARPA. 1; 4-XXXVI; 17-VIII; 43; 78; 82

Conservación (L); Aprovechamiento de recursos (R)

Ley de la Comisión Nacional de Hidrocarburos (LCNH). 2008. 
SENER. 3-d

Gestión de la explotación de hidrocarburos (R)

Ley de Petróleos Mexicanos (LPM). 2008. SENER. 28; 50; 61-V Gestión de la explotación de hidrocarburos (R)
Ley de Promoción y Desarrollo de los Bioenergéticos (LPDB). 
2008. SENER. 1; 13-V; 15

Gestión de la producción de bioenergéticos (R)

Ley para el Aprovechamiento de Energías Renovables y el 
Financiamiento de la Transición Energética (LAER). 2008. SENER. 
2; 21-III; 22

Promoción y gestión de las energías renovables (R)

Ley para el Aprovechamiento Sustentable de la Energía (LASE). 
2008. SENER. 2-I

Gestión del aprovechamiento de la energía (R)

*Entre paréntesis el año en que se reformó la ley para introducir el concepto de sostenibilidad y/o desarrollo sostenible.
**Energía (SENER); Hacienda y Crédito Público (SHCP); Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT); Agricultura, Ganadería, Desarro-
llo Rural, Pesca y Alimentación (SAGARPA); Relaciones Exteriores (SER); Economía (SE); Comunicaciones y Transportes (SCT); Educación Pú-
blica (SEP); Salud (SALUD); Desarrollo Social (SEDESOL).
***Artículos que contienen las palabras sostenibilidad, desarrollo sostenible, sustentabilidad y desarrollo sustentable.
****Entre paréntesis el tipo de variable: lenta (L) o rápida (R).
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núcleos considerados urbanos de acuerdo 
con las disposiciones aplicables, asegurando 
la conservación permanente de los recursos 
naturales, la biodiversidad y los servicios 
ambientales de dicho territorio” (Art. 
3-XIV). La Ley de Energía para el Campo 
(LEC) asume esta última definición (Art. 
3-IV). Otras leyes mencionan las nociones 
de desarrollo sostenible y sustentable (Ley 
para el Desarrollo de la Competitividad de 
la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, 
LMPME) y de desarrollo integral sustenta-
ble (Ley General de Desarrollo Forestal 
Sustentable, LGDFS; Ley de Planeación, 
LP), sin definirlas.

El primer principio del 
DDP señala el acoplamiento del subsistema 
social y sus elementos políticos, económi-
cos, históricos y culturales, con el subsiste-
ma biofísico y sus elementos biológicos, 
ecológicos y climatológicos (Reynolds et 
al., 2007). Esto implica la imposibilidad de 
considerar el componente humano fuera del 
contexto biofísico y viceversa, así como las 
múltiples relaciones dinámicas y sus trans-
formaciones recíprocas. Cada vez que la le-
gislación mexicana hace mención del ‘desa-
rrollo sustentable’, estos dos elementos, el 
social y el biofísico, están presentes. No 
obstante, en la relación entre estos elemen-
tos no se considera la no linealidad, el di-
namismo y la incertidumbre asociados con 
el cambio, y que son características inhe-
rentes de los SSE (Folke, 2006). Al contra-
rio, al abordar la dupla sociedad-entorno 
natural, la legislación tiene un marcado én-
fasis en el concepto de equilibrio, con la 
idea implícita de que la modificación en 
uno de los elementos de la dupla (la socie-
dad) llevará a una modificación en el otro 
(entorno natural), de manera predetermina-
da (Arts. 3-XXIV, 29-XIV, LAN; Art. 54, 
LDRS; Art. 19-V, Ley de Promoción de los 
Bioenergéticos, LPB; Art. 159, LGDFS; 
Art. 28-V, Ley General de Pesca y Acua-
cultura Sustentables, LGPAS; Art. 70, Ley 
General de Vida Silvestre, LGVS; Art. 19-
IV, LGEEPA).

El segundo principio del 
DDP afirma que hay un grupo limitado de 
variables lentas que determinan la estructu-
ra y dinámica de los SSE (Reynolds et al., 
2007). El conjunto de leyes analizadas no 
contiene explícitamente este concepto. Sin 
embargo, por ejemplo la LDRS, incluye el 
de servicios ambientales (SA), mismo que 
está relacionado con procesos de largo pla-
zo en los SSE (Chapin et al., 2006). La le-
gislación define los SA como “los benefi-
cios que obtiene la sociedad de los recursos 
naturales, tales como la provisión y calidad 
del agua, la captura de contaminantes, la 
mitigación del efecto de los fenómenos na-
turales adversos, el paisaje y la recreación, 
entre otros” (Art. 3-XXX). Esta definición 
se refiere a los SA de soporte, regulación y 

culturales (MEA, 2005). Paralelamente al 
llamado a la protección y promoción de los 
SA se encuentra el llamado a la productivi-
dad, la competitividad y la rentabilidad, 
como mecanismos relativamente ‘rápidos’ 
para mejorar el ingreso económico de las 
comunidades. Este rasgo se enfatiza en la 
LDRS (que guía la intervención institucio-
nal en el sector rural del país por medio de 
proyectos productivos y subsidios a las acti-
vidades agropecuarias), la LGEEPA, la 
LGVS y la LGPAS. En estas leyes es clara 
la incongruencia entre el discurso de la 
protección y promoción de los SA (asocia-
dos con procesos de largo plazo o variables 
lentas) y el del aumento de los recursos 
económicos de las comunidades por medio 
del aprovechamiento de los recursos natura-
les, con actividades a corto plazo o varia-
bles rápidas) (Arts. 1-V, 15-II, 20-II, 36-V, 
LGEEPA; Art. 5, LGVS; Arts. 22, 82, 
LGPAS).

El tercer principio del 
DDP sostiene que las variables clave po-
seen umbrales cuya transgresión implica 
un cambio en la estructura y la función 
del SSE (Reynolds et al., 2007). Un um-
bral es un punto de quiebre entre dos regí-
menes de un sistema (Walker y Meyers, 
2004); estos regímenes pueden cambiar en 
el tiempo. Cruzar un umbral de una varia-
ble clave puede disparar efectos de casca-
da en umbrales de otras variables y, en 
consecuencia, disminuir la resiliencia de 
un sistema (Kinzig et al., 2006). Entre las 
leyes analizadas, la LGEEPA es la única 
que contiene una referencia explícita al 
concepto de umbral. Esta ley señala que 
“la Federación, los Estados y el Distrito 
Federal (…) diseñarán, desarrollarán y 
aplicarán instrumentos económicos que in-
centiven el cumplimiento de los objetivos 
de la política ambiental, y mediante los 
cuales se buscará”, entre otros aspectos, 
“procurar su utilización conjunta con otros 
instrumentos de política ambiental, en es-
pecial cuando se trate de observar umbra-
les o límites en la utilización de ecosiste-
mas, de tal manera que se garantice su in-
tegridad y equilibrio, la salud y el bienes-
tar de la población” (Art. 21).

Este concepto de umbral, 
sin embargo, no contiene las mismas im-
plicaciones del que propone el DDP. Esto 
queda claro cuando la LGEEPA y demás 
leyes analizadas asumen la posibilidad de 
que los ecosistemas regresen a un estado 
inicial o anterior a la perturbación de que 
fueron objeto. Un SSE puede atravesar 
distintos estados sin cruzar un umbral, lo 
cual implica que, en efecto, tendría la ca-
pacidad de regresar a un estado inicial. 
Sin embargo, cuando se cruza un umbral, 
y el SSE cambia de régimen, no es posible 
que espontáneamente recupere su estructu-
ra inicial. En algunos casos, las leyes ana-

lizadas invocan el principio de precaución 
(Art. 17, LGPAS; Art. 5, LGVS) o señalan 
la necesidad de considerar los ‘escenarios 
futuros’ (Art. 3-XXXI, LGVS) y conservar 
los ecosistemas a largo plazo (Art. 47-BIS-
II, LGEEPA). En otros casos se presume 
la posibilidad de recuperar las ‘condicio-
nes iniciales’ en los ecosistemas (Arts. 70 
y 108, LGVS; Art. 14Bis5-VII, LAN; Art. 
9, LGPAS).

El cuarto principio del 
DDP señala que los SSE son jerárquicos, 
están anidados y tienen múltiples escalas 
(Reynolds et al., 2007). Tratándose de las 
escalas administrativamente relevantes, las 
leyes consideran los diversos niveles de 
competencia (federal, estatal y municipal) 
y los mecanismos de coordinación inter-
sectorial e interinstitucional, tal y como lo 
señala el Capítulo Segundo de la LP. Esto 
no significa que las leyes analizadas asu-
man el carácter anidado que supone el 
cuarto principio del DDP. No obstante, los 
mecanismos instituidos allí son herramien-
tas importantes en términos de capacidad 
institucional y gobernanza, ya que la par-
ticipación conjunta de las distintas instan-
cias de decisión provee un mejor escenario 
para la planeación de estrategias de inter-
vención y para la resolución de posibles 
conflictos de intereses (Braimoh et al., 
2009). Para un SSE esta coordinación es 
crítica cuando se trata de aplicar progra-
mas en el ámbito local (McClanahan et 
al., 2009) a partir de lineamientos federa-
les. En cuanto a la escala temporal, a pe-
sar de la urgencia de discernir entre las 
acciones necesarias a largo plazo y aque-
llas ineludibles en el corto plazo, que ga-
ranticen el DS (Kümmerer y Hoftneister, 
2008), son pocas las menciones que se ha-
cen a este respecto en las leyes analizadas.

El quinto principio del 
DDP señala la necesidad de considerar 
múltiples fuentes de conocimiento, tantas 
como grupos de interés haya en un SSE 
(Reynolds et al., 2007). En particular, las 
leyes de Productos Orgánicos (LPO), Pro-
moción y Desarrollo de Bioenergéticos 
(LPDB), LGPAS, LVS, LGEEPA y LAN, 
señalan cuatro elementos importantes: in-
vestigación científica y tecnológica, transfe-
rencia de tecnología, respeto al conocimien-
to ambiental local y difusión de informa-
ción (Art. 6, LPO; Art. 19, LPDB; Art. 24, 
LGPAS; Art. 21, LGVS; Arts. 45, 83, 
LGEEPA; Art. 9, LAN). Para efectos del 
quinto principio del DDP, son de particular 
relevancia los artículos que consideran el 
saber científico y el local, entendido este 
último como el conocimiento tradicional 
que poseen de su entorno las comunidades 
campesinas e indígenas (Arts. 52, 176, 
LDRS; Arts. 30, 105, 147, LGDFS; Art. 38, 
LGPAS; Arts. 5, 24, LGVS; Arts. 45, 79, 
83, LGEEPA).
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Discusión sobre la Sostenibilidad en la 
Legislación Mexicana

Son varios los aspectos 
que deben resaltarse a partir del análisis del 
conjunto de leyes federales mexicanas aso-
ciadas con el DS. En primer lugar, la inclu-
sión del concepto de sostenibilidad, y su 
abordaje simultáneo de las dimensiones hu-
mana y ambiental, como principio de la 
planeación del desarrollo es un elemento 
valioso en la legislación mexicana. Sin em-
bargo, la disparidad o la carencia en las de-
finiciones hablan de un proceso aún inci-
piente y, por lo mismo, susceptible de re-
troalimentación.

En segundo lugar, el afán 
de México por insertarse en los mercados 
mundiales, y asumir un liderazgo entre las 
economías emergentes de América Latina 
(PND, 2007), hace comprensible el gran 
énfasis del marco normativo en la producti-
vidad, la competitividad y la rentabilidad 
(Arts. 2-III, 12-XIII; 22, 35-VII, 40, Ley de 
Ciencia y Tecnología, LCT; Arts. 4, 6, 13-
III, IX, 32, 53, 62, 70-I, 72, 82, 104, 105, 
112, 151, 161-I, 167, 188, 191, LDRS; Arts. 
7-I, 8, 10-VII, XVI, XX, 14-XV, 22, 97, 
101-III,V, 115, Ley de Desarrollo Sustenta-
ble de la Caña de Azúcar, LDSCA; Art. 1, 
LEC; Art. 7-II, Ley de Petróleos Mexica-
nos, LPM; Arts. 8-XXIV, XXV, 82, 
LGPAS; Art. 17, LPDB; Arts. 27-V, 30, 
142, LGDFS; Art. 41-II, LPO). Sin embar-
go, estas metas podrían atentar contra la 
sostenibilidad porque si bien el PND cuenta 
con un apartado en el cual señala la necesi-
dad de definir “umbrales de sensibilidad de 
los sistemas socioambientales” (Estrategia 
11.3), este llamado no recae en la legisla-
ción, como el eje obligatorio si se pretende 
garantizar la materia prima del DS. Por 
ahora, dicho llamado sólo está presente 
como parte del objetivo de “impulsar medi-
das de adaptación a los efectos del cambio 
climático” (PND, 2007; Objetivo 11). La in-
congruencia identificada en el contenido de 
las leyes analizadas entre la sostenibilidad 
(asociada a procesos de largo plazo) y la 
productividad económica (asociada en la le-
gislación con procesos a corto plazo) podría 
atribuirse a la reciente historia de este tipo 
de normatividad en el país. Aunque se re-
conoce el avance de México en materia de 
legislación ambiental, es discutible suponer 
que el modelo basado en la productividad 
económica dejará un espacio suficiente para 
hacer viable la sostenibilidad en sus múlti-
ples dimensiones (Lang, 2003).

En tercer lugar, mientras 
se considere la posibilidad de que los eco-
sistemas vuelvan a su estado inicial luego 
de una gran perturbación, el aspecto puniti-
vo de la ley predominará sobre el propositi-
vo. Esto significa que aunque el marco nor-
mativo tenga el objetivo de proteger los 

ecosistemas, poco podrá garantizar en esta 
dirección si se ignoran las múltiples dimen-
siones de la sostenibilidad y sus relaciones 
dinámicas. Es decir, si se pretende ir en la 
ruta de la sostenibilidad, no es posible ha-
blar sólo de ecosistemas sino de sistemas 
socio-ecológicos complejos. Esto permitirá 
que el marco normativo presente mayor co-
herencia y, así, mayor claridad y precisión a 
la hora de diseñar intervenciones.

Al contemplar la posibili-
dad de los sistemas de retornar a su condi-
ción inicial, la normatividad considera la 
dicotomía equilibrio-desequilibrio. Esta idea 
del equilibrio, o del balance de la naturale-
za, ha estado presente desde la antigüedad 
en Occidente (Rohde, 2006). También lo 
estuvo dentro del desarrollo de la ecología 
como disciplina, sin oposición crítica, hasta 
los años setenta del siglo pasado (De Ange-
lis y Waterhouse, 1987). Las dificultades 
derivadas de esta postura son, al menos, 
dos. Si se consideran las múltiples eviden-
cias proporcionadas acerca del no equilibrio 
en los ecosistemas (Johnstone y Chapin, 
2003), del carácter escala-dependiente del 
equilibrio (Dolan et al., 2005), del continuo 
equilibrio-desequilibrio de algunos SSE 
(Derry y Boone, 2010), o de la posibilidad 
de los sistemas de contar con varios mo-
mentos de estabilidad y de no estabilidad 
(Westoby et al., 1989), el llamado perma-
nente a su consecución no tiene asidero en 
la realidad y hace fatuo el contenido de 
buena parte de la legislación ambiental. Por 
otra parte, si se asume la validez teórica 
del llamado al equilibrio, cabe preguntarse 
cómo evaluar su ruptura o su logro, y 
cómo definir el rango adecuado de cada es-
trategia de manejo de los ecosistemas con 
miras a evitar su desequilibrio. Si además 
se consideran las variables de carácter so-
cio-económico, político, histórico y cultural, 
y no sólo las ecológicas, el regreso de los 
sistemas a un estadio previo a la perturba-
ción es prácticamente imposible. Asumir lo 
contrario implica un gran riesgo (Scheffer y 
Carpenter, 2003).

En cuarto lugar, aunque 
el marco normativo revisado contempla las 
escalas administrativas suficientes para asu-
mir la sostenibilidad como una tarea que 
compete tanto al gobierno federal como a 
las autoridades estatales y las municipales, 
la presencia de múltiples comités e instan-
cias decisorias y de consulta, a diversos ni-
veles, no garantiza en sí misma la imple-
mentación de intervenciones adecuadas. Las 
razones para ello son: la dependencia del 
nivel federal en las estrategias que involu-
cran subsidios económicos con las mismas 
características para todo el país sin conside-
rar las particularidades de los SSE en dife-
rentes climas y condiciones ambientales; la 
poca habilidad de las autoridades locales 
para abordar los temas socio-ecológicos; la 

falta de legitimidad de las instituciones lo-
cales; el rechazo de las instancias federales 
a ceder el poder a las regiones y, por últi-
mo, la naturaleza multidimensional de la 
sostenibilidad (Lawrence et al., 2004). A 
estos obstáculos se suma el hecho de que, 
en términos biofísicos, el ámbito final de 
aplicación de la normatividad suele ser la 
parcela o la pequeña propiedad, y se igno-
ran las retroalimentaciones potenciales que 
dichas intervenciones locales tienen a me-
diano y largo plazos a escalas de cuenca, 
paisaje o región.

En quinto lugar, recono-
cer un saber históricamente no validado, 
como es el saber local, exige del conoci-
miento técnico una buena dosis de capaci-
dad de autocrítica para asumir el grado de 
incertidumbre asociado con sus decisiones 
(Perrings, 2006) o los errores derivados de 
su ignorancia acerca del contexto afectado 
por tales decisiones (Gray et al., 2009). 
Aunque se reconoce el avance de la legisla-
ción mexicana al considerar el saber local, 
es necesario señalar la obligación de supe-
rar la condescendencia con la cual el saber 
hegemónico suele acercarse a los saberes 
alternativos (De Greiff, 2002). El valor de 
este llamado radica no sólo en sus implica-
ciones para el ejercicio de la democracia 
sino, hablando de la sostenibilidad, en el 
reconocimiento de la necesidad de escuchar 
a quienes suelen ser los primeros afectados 
por su deterioro y cuyas voces han sido 
frecuentemente ignoradas a la hora de dise-
ñar estrategias de intervención (Knapp y 
Fernández-Giménez, 2009). Experiencias en 
diversas partes del mundo, incluyendo Mé-
xico, han validado el papel de las comuni-
dades locales como fuentes de conocimien-
to (Castillo et al., 2005; Reed et al., 2008) 
de particular importancia en la identifica-
ción de características específicas de los si-
tios (Knapp y Fernández-Giménez, 2009), o 
en la generación de indicadores de sosteni-
bilidad más precisos y relevantes (Reed et 
al., 2008). Esta inclusión del saber local en 
la toma de decisiones constituye un reto en 
sí mismo. Si se tiene en cuenta el riesgo 
que supone la migración en ciertas zonas 
del país para la transmisión de dicho cono-
cimiento a las nuevas generaciones el desa-
fío es aún mayor.

Conclusiones

Este artículo es el primer 
intento de utilizar el DDP como herramien-
ta de análisis del marco normativo relacio-
nado con los SSE y, como tal, ha permitido 
afianzar su utilidad en la identificación tan-
to de los factores que hacen difícil el logro 
de la sostenibilidad como de las trayecto-
rias alternativas.

Son varios los desafíos 
que enfrenta México en materia de legisla-
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ción para lograr la sostenibilidad de los 
SSE: a) definición y unificación de concep-
tos centrales, tales como sistema socio-eco-
lógico complejo, sostenibilidad, desarrollo 
sostenible y umbral, con base en un trabajo 
estrecho con el sector académico y científi-
co; b) ampliación del campo legislativo en 
el cual esté presente el concepto de soste-
nibilidad; c) adopción de la no linealidad 
y la incertidumbre propias de los SSE; d) 
establecimiento de planes de intervención 
que trasciendan el corto plazo y asuman el 
principio de precaución ante la falta de in-
formación; e) fortalecimiento de los siste-
mas de gobernanza entre las instancias fe-
deral, estatal y municipal, con especial én-
fasis en el papel del conocimiento local y 
teniendo en cuenta la participación de to-
dos los grupos de interés; f) reconoci-
miento de la inviabilidad económica de 
restaurar totalmente los SSE cuya degrada-
ción ha sobrepasado umbrales claves y g) 
revaloración de los conceptos de producti-
vidad, competitividad y rentabilidad para 
hacerlos compatibles, si esto es posible, 
con la sostenibilidad.

Durante la última década 
la sostenibilidad dejó de ser un discurso 
para convertirse en el eje de múltiples ini-
ciativas alrededor del mundo, cuyo objetivo 
común es conciliar las metas del desarrollo 
de la sociedad con los límites ambientales 
del planeta. En este sentido, la labor de los 
gobiernos, en todos los niveles de decisión, 
no puede ser ajena a la información que día 
tras día se produce en torno a la capacidad 
del planeta para lidiar con las implicaciones 
de la presencia y las actividades humanas. 
Así, una de las responsabilidades de la aca-
demia debe ser la de servir de puente entre 
este conocimiento y las instancias deciso-
rias. Sólo estableciendo este vínculo entre 
la investigación y las políticas públicas 
será posible señalar las trayectorias erra-
das y proponer caminos alternativos que 
hagan de la sostenibilidad, en sus diversas 
dimensiones, un eje para la acción y no 
sólo un discurso.
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RESUMO

cates that they assume equilibrium as the guide of the relation 
between biophysical and socio-cultural elements; they do not 
consider slow variables nor their thresholds; they indicate di-
verse administrative scales and recognize local knowledge. The 
challenges of Mexican legislation are: to adopt the uncertainty 
and non-linearity inherent to SES; to turn the concepts of pro-
ductivity, competitiveness and profitability compatible with sus-
tainability; to focus on the processes that define the structure 
and function of SES in the long term and on the thresholds that 
define their resilience; to strengthen governance mechanisms 
and institutional capacity; and to create links with academia in 
order to insert pertinent knowledge in the legislation.

de 21 leis federais com o DDP permite afirmar que estas as-
sumem o equilíbrio como guia da relação entre os elementos 
biofísicos e sócio culturais; não consideram variáveis lentas 
nem seus umbrais; mostram diversas escalas administrativas 
e reconhecem o conhecimento local. Os desafios da legislação 
mexicana são: adotar a incerteza e não linearidade inerentes 
aos SSE; fazer os conceitos de produtividade, competitividade 
e rentabilidade compatíveis com a sustentabilidade; enfocar-se 
nos processos que definam a estrutura e a função dos SSE a 
longo prazo e nos umbrais que determinam sua resiliência; for-
talecer mecanismos de governança e capacidade institucional, e 
vincular-se com a academia para insertar o conhecimento per-
tinente na legislação.

Utilizing the Drylands Development Paradigm (DDP) this pa-
per analyzes the relationship between the legal discourse, the 
performance of governmental institutions and the management 
of socio-ecological systems (SES) in Mexico. DDP is a tool that 
examines the links between socio-economic and biophysical as-
pects and the sustainability of SES, and involves five principles: 
a) the biophysical and socio-economic variables are interde-
pendent and dynamic; b) a set of slow key variables determines 
SES dynamics; c) crossing the threshold of the slow variables 
changes the structure and function of SES; d) slow variables 
are linked in spatial-temporal scales; and e) for their functional 
co-adaptation, SES must integrate local and scientific knowl-
edge. The analysis of 21 federal laws by means of DDP indi-

Utilizando o paradigma de desenvolvimento das zonas secas 
(DDP) este trabalho analisa a relação entre o discurso legal, 
o desempenho das instituições governamentais e a manipula-
ção de sistemas sócio ecológicos (SSE) no México. O DDP é 
uma ferramenta que examina os vínculos entre aspectos sócio 
econômicos e biofísicos e a sustentabilidade dos SSE, e consta 
de cinco princípios: a) as variáveis biofísicas e sócio econômi-
cas são interdependentes e dinâmicas; b) um conjunto de va-
riáveis chave lentas determina a dinâmica dos SSE; c) cruzar 
os umbrais das variáveis lentas muda a estrutura e a função 
dos SSE; d) as variáveis lentas estão vinculadas em escalas es-
paço-temporais; e e) para sua co-adaptação funcional, os SSE 
devem integrar os conhecimentos local e científico. A análise 


